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“POR MEDIO DE LA CUAL SE LEGALIZA UNA MEDIDA PREVENTIVA Y SE INICIA UN 
PROCEDIMIENTO SANCIONATORIO AMBIENTAL EN CONTRA DE LA EMPRESA BIODIESEL DE LA 

COSTA S.A.S, IDENTIFICADA CON NIT. 900.320.788” 

El Director General de la Corporación Autónoma Regional del Atlántico C.R.A., en uso de las facultades 
conferidas por la Ley 99 de 1993, teniendo en cuenta lo señalado en la Ley 1333 de 2009, Decreto 2811 
de 1974, Decreto 1076 de 2015, Ley 1437 de 2011, y demás normas concordantes y,  

CONSIDERANDO 

Que el día 21 de septiembre de 2022, la Corporación practicó visita técnica a la empresa BIODIESEL 
S.A.S, ubicada en el municipio de Galapa, Atlántico sobre de las coordenadas X: 10°54’34.48” Y: 
74°52’47.86” sector La Cordialidad, cuyos resultados fueron consignados en ACTA DE MEDIDA 
PREVENTIVA EN FLAGRANCIA, donde quedó consignado: 

“(…) 

(…) 

(…)” 

De lo expuesto se colige, que la empresa BIODIESEL DE LA COSTA S.A.S, identificada con NIT. 
900.320.788, ubicada en el municipio de Galapa, Atlántico sobre de las coordenadas X: 10°54’34.48” Y: 
74°52’47.86” sector La Cordialidad, ocasionó afectaciones al recurso agua, aire y al paisaje, producto de 
la presencia de aguas oleosas en los canales de aguas lluvias que son vertidos al suelo, a las zonas 
externas de la empresa y parte de la circunvalar, generadas por las actividades productivas que realiza 
la mencionada empresa. 

Que la empresa BIODIESEL DE LA COSTA S.A.S, identificada con NIT. 90.320.788-2, con su actuar 
desconoció las normas que regulan la materia, puntualmente lo señalado en la Ley 99 de 1993 y el 
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Decreto 1076 de 2015, en especial lo relacionado con el permiso de vertimientos de aguas residuales no 
domesticas que trata el Artículo 2.2.3.3.5.1 del mencionado decreto.  

Es importante anotar, que las actividades económicas deben ceñirse a la normativa que las regula, en 
procura de no causar deterioro, daño o perjuicios al ambiente o al entorno y de evitar, mitigar, prevenir 
cualquier impacto negativo al ambiente o a los recursos naturales renovables, es por ello que las 
actividades, obras o proyectos que requieran del uso, aprovechamiento o explotación de algún recurso 
natural renovable, deben no solo contar previamente con los respectivos permisos ambientales a que 
haya lugar, sino que debe cumplir a cabalidad con cada una de las obligaciones inherentes a estos 
permisos o autorizaciones establecidos en la normatividad ambiental vigente.  

FUNDAMENTOS CONSTITUCIONALES Y LEGALES 

- De la competencia de la Corporación Autónoma Regional del Atlántico.

Que la Ley 99 de 1993, estableció al interior de su articulado las competencias de las distintas autoridades 
ambientales que conforman el Sistema Nacional Ambiental SINA, y de igual forma señaló la jurisdicción 
de cada una de ellas, en aras de delimitar territorialmente sus competencias.  

Así entonces el artículo 23 de la Ley anteriormente mencionada preceptúo: 

“Naturaleza Jurídica. Las Corporaciones Autónomas Regionales son entes corporativos de carácter 
público, creados por la ley, integrados por las entidades territoriales que por sus características 
constituyen geográficamente un mismo ecosistema o conforman una unidad geopolítica, 
biogeográfica o hidrogeográfica, dotados de autonomía administrativa y financiera, patrimonio 
propio y personería jurídica, encargados por la ley de administrar, dentro del área de su jurisdicción, 
el medio ambiente y los recursos naturales renovables y propender por su desarrollo sostenible, de 
conformidad con las disposiciones legales y las políticas del Ministerio del Medio Ambiente”. 

Aunado a lo anterior, el artículo 33 señala: “La administración del medio ambiente y los recursos naturales 
renovables estará en todo el territorio nacional a cargo de Corporaciones Autónomas Regionales. (…) 
Corporación Autónoma Regional del Atlántico, CRA: con sede principal en la ciudad de Barranquilla; su 
jurisdicción comprenderá el Departamento de Atlántico”.  

Que a la Corporación Autónoma Regional del Atlántico le compete entre otras cosas, ejercer las labores 
de evaluación, control, vigilancia, monitoreo, seguimiento de las actividades relacionadas con el uso, 
aprovechamiento, movilización, procesamiento, transformación y recursos naturales renovables de la 
región donde ejerce jurisdicción, al tenor de lo dispuesto en el artículo 31 de la ley 99 de 1993, entre otras 
normas. 

Que la Ley 1333 del 21 de julio de 2009, establece en su artículo primero que el Estado es el titular de la 
potestad sancionatoria en materia ambiental, la que ejerce a través de diferentes autoridades ambientales 
de acuerdo con sus respectivas competencias. 

Que el artículo 2° de la citada ley, hace referencia a la facultad preventiva en los siguientes términos: 

“El Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial; la Unidad Administrativa Especial del 
Sistema de Parques Nacionales Naturales; las corporaciones autónomas regionales y las de 
desarrollo sostenible; las unidades ambientales urbanas de los grandes centros urbanos a que se 
refiere el artículo 66 de la Ley 99 de 1993; los establecimientos públicos a los que hace alusión el 
articulo 13 de la Ley 768 de 2002; la Armada Nacional; así como los departamentos, municipios y 
Distritos, quedan investidos a prevención de la respectiva autoridad en materia sancionatoria 
ambiental. En consecuencia, estas autoridades están habilitadas para imponer y ejecutar las 
medidas preventivas y sancionatorias consagradas en esta ley y que sean aplicables según el caso, 
sin perjuicio de las competencias legales de otras autoridades. 

PARÁGRAFO. En todo caso las sanciones solamente podrán ser impuestas por la autoridad 
ambiental competente para otorgar la respectiva licencia ambiental, permiso, concesión y demás 
autorizaciones ambientales e instrumentos de manejo y control ambiental, previo agotamiento del 
procedimiento sancionatorio. Para el efecto anterior, la autoridad que haya impuesto la medida 



REPUBLICA DE COLOMBIA 
CORPORACION AUTÓNOMA REGIONAL DEL ATLANTICO C.R.A. 

RESOLUCIÓN Nro. 0000578DE 2022
“POR MEDIO DE LA CUAL SE LEGALIZA UNA MEDIDA PREVENTIVA Y SE INICIA UN 

PROCEDIMIENTO SANCIONATORIO AMBIENTAL EN CONTRA DE LA EMPRESA BIODIESEL DE 
LA COSTA S.A.S, IDENTIFICADA CON NIT.900.320.788” 

Página 3 de 11 

preventiva deberá dar traslado de las actuaciones a la autoridad ambiental competente, dentro de 
los cinco (5) días hábiles siguientes a la imposición de la misma.” 

En virtud de lo anterior, resulta pertinente anotar, que esta Autoridad Ambiental, está investida de 
facultades preventivas y policivas, de conformidad a lo contemplado en el la Ley 99 de 1993 y en los 
preceptos legales de la Ley 1333 de 2009, por lo cual, no requiere del consentimiento previo del usuario 
o propietario de una obra, proyecto o actividad, para efectuar un correcto seguimiento, control y vigilancia,
lo que se traduce en la inspección técnica estricta y necesaria para determinar los factores de deterioro
ambiental que produce y/o genera el desarrollo de una obra, proyecto o actividad.

- De las medidas preventivas

Que, en relación con la protección del ambiente, la Constitución Política de Colombia establece que es 
deber de los nacionales y extranjeros acatar la Constitución y las Leyes, además de respetar y obedecer 
a las autoridades (Art. 4); y como obligación del Estado y de las personas, el proteger las riquezas 
culturales y naturales de la Nación (Art. 8º), los recursos culturales y naturales del país y velar por la 
conservación de un ambiente sano (Art. 95). Que la función constitucional y legal de las medidas 
preventivas es la de impedir o evitar la continuación de la ocurrencia de un hecho, la realización de una 
actividad o la existencia de una situación que atente contra el ambiente, los recursos naturales, el paisaje 
o la salud humana (Ley 1333 de 2009, artículos 4 y 12).

Que en virtud del principio de precaución consagrado en el artículo 1° de la Ley 99 de 1993, se podrán 
imponer medidas preventivas con el fin de preservar los recursos naturales y el medio ambiente.  

Que la Ley 1333 de 2009, establece el procedimiento sancionatorio ambiental, con base en el cual se 
deben iniciar las respectivas investigaciones por parte de la autoridad ambiental, e imponer de ser el caso 
las medidas preventivas y sanciones a que haya lugar. 

Que el Artículo 12 Ibídem, consagra: “Objeto de las medidas preventivas. Las medidas preventivas tienen 
por objeto prevenir o impedir la ocurrencia de un hecho, la realización de una actividad o la existencia de 
una situación que atente contra el medio ambiente, los recursos naturales, el paisaje o la salud humana.” 

En cuanto a la imposición de medidas preventivas en caso de flagrancia, la citada ley consagra: 

“ARTÍCULO 15. PROCEDIMIENTO PARA LA IMPOSICIÓN DE MEDIDAS PREVENTIVAS EN 
CASO DE FLAGRANCIA. En los eventos de flagrancia que requieran la imposición de una medida 
preventiva en el lugar y ocurrencia de los hechos, se procederá a levantar un acta en la cual 
constarán los motivos que la justifican; la autoridad que la impone; lugar, fecha y hora de su fijación; 
funcionario competente, persona, proyecto, obra o actividad a la cual se impone la medida 
preventiva. 
El acta será suscrita por el presunto infractor o, si se rehusare a hacerlo, se hará firmar por un 
testigo. En el caso de que no sea factible la firma del acta por parte del presunto infractor o de un 
testigo, bastará con la sola suscripción por parte del funcionario encargado del asunto. De lo 
anterior deberá dejar la constancia respectiva. El acta deberá ser legalizada a través de un acto 
administrativo en donde se establecerán condiciones de las medidas preventivas impuestas, en un 
término no mayor a tres días.” 

Que la Ley 1333 de 2009 en su artículo 32 establece que las medidas preventivas, tienen carácter 
preventivo y transitorio, de efectos inmediatos contra ellas no procede recurso alguno y se aplican sin 
perjuicio de las sanciones a que hubiera lugar. 

Que el artículo 35 de la citada ley prevé que las medidas preventivas se levantarán de oficio o a petición 
de parte, cuando se compruebe que han desaparecido las causas que dieron origen a su imposición. 

Que, en cuanto a los tipos de medidas preventivas, el artículo 36 de la Ley 1333 de 2009, determina los 
siguientes: amonestación escrita, decomiso preventivo de productos, elementos, medios o implementos 
utilizados para cometer la infracción, aprehensión preventiva de especímenes, productos y subproductos 
de fauna y flora silvestres y suspensión de obra o actividad. 
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ARTÍCULO 39. SUSPENSIÓN DE OBRA, PROYECTO O ACTIVIDAD. Consiste en la orden 
de cesar, por un tiempo determinado que fijará la autoridad ambiental, la ejecución de un 
proyecto, obra o actividad cuando de su realización pueda derivarse daño o peligro a los 
recursos naturales, al medio ambiente, al paisaje o la salud humana o cuando se haya iniciado 
sin contar con la licencia ambiental, permiso, concesión o autorización o cuando se incumplan 
los términos, condiciones y obligaciones establecidas en las mismas. (…)” 

Que la presente actuación administrativa se adelanta con los fundamentos de la política ambiental 
colombiana consagrados en el artículo 1 de la Ley 99 de 1993, en especial, en el principio de precaución, 
conforme al cual, cuando exista peligro de daño grave e irreversible, la falta de certeza científica absoluta 
no deberá utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces para impedir la 
degradación del medio ambiente. 

De acuerdo con lo anotado podemos señalar que las medidas preventivas tienen como propósito la de 
evitar o como su nombre lo dice prevenir la existencia de un daño, que en este caso es de tipo ambiental, 
las cuales de acuerdo con su finalidad deben ser impuestas a través de un procedimiento expedito, 
respetando el debido proceso que debe estar inmerso en todas las actuaciones estatales. El 
procedimiento por el que se impongan estas medidas debe ser ágil, eficaz y que reflejen la inmediatez en 
la aplicación de esta clase de medidas, ya que de la eficacia de este depende el éxito en la protección de 
los recursos naturales. Estas medidas tienen las siguientes características: transitorias, surten efectos 
inmediatos, no requieren de formalismos especiales, contra ellas no procede recurso alguno y su 
aplicación es independiente de las sanciones a que haya lugar y no constituyen un juzgamiento definitivo, 
sino que por el contrario son provisionales. 

Lo anterior ha sido ampliamente establecido por las Altas Cortes, así en sentencia C- 703 de 2010, MP: 
Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, fue señalado lo siguiente:  

“Los principios que guían el derecho ambiental son los de prevención y precaución, que persiguen, 
como propósito último, el dotar a las respectivas autoridades de instrumentos para actuar ante la 
afectación, el daño, el riesgo o el peligro que enfrenta el medio ambiente, que lo comprometen 
gravemente, al igual que a los derechos con él relacionados. Así, tratándose de daños o de riesgos, 
en los que es posible conocer las consecuencias derivadas del desarrollo de determinado proyecto, 
obra o actividad, de modo que la autoridad competente pueda adoptar decisiones antes de que el 
riesgo o el daño se produzcan, con el fin de reducir sus repercusiones o de evitarlas, opera el 
principio de prevención que se materializa en mecanismos jurídicos tales como la evaluación del 
impacto ambiental o el trámite y expedición de autorizaciones previas, cuyo presupuesto es la 
posibilidad de conocer con antelación el daño ambiental y de obrar, de conformidad con ese 
conocimiento anticipado, a favor del medio ambiente; en tanto que el principios de precaución o 
tutela se aplica en los casos en que ese previo conocimiento no está presente, pues tratándose de 
éste, el riesgo o la magnitud del daño producido o que puede sobrevenir no son conocidos con 
anticipación, porque no hay manera de establecer, a mediano o largo plazo, los efectos de una 
acción, lo cual tiene su causa en los límites del conocimiento científico que no permiten adquirir la 
certeza acerca de las precisas consecuencias de alguna situación o actividad, aunque se sepa que 
los efectos son nocivos”. 

Aunado a lo anterior, es pertinente destacar que a nivel jurisprudencial la Corte Constitucional ha señalado 
que: “la inmediatez de las medidas preventivas establecidas en la Ley 1333 de 2009 corresponde a la 
naturaleza propia de la protección ambiental, toda vez que el deterioro del ambiente debe ser neutralizado 
desde sus propios orígenes y sin retardar la actuación hasta el momento mismo en que los efectos 
negativos se produzcan. Dichas acciones se dirigen a precaver riesgos o efectos no deseables, en 
situaciones dominadas por la incertidumbre acerca del peligro que para las personas o el medio ambiente 
pueden representar. Esa falta de certeza científica sobre el riesgo se enfrenta por el derecho con la 
aplicación del principio de precaución y el establecimiento de presunciones que le permiten a la 
administración actuar y decidir sin desconocer el debido proceso y aplicar restricciones transitorias, pero 
que, en todo caso, deben estar justificadas en valoraciones o informes científicos que advierten sobre el 
riesgo de posible degradación al medio ambiente”.  

ANÁLISIS DEL CASO EN CONCRETO 
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Lo anterior, sustentado en el artículo 39 de la Ley 1333 de 2009, teniendo en cuenta que las actividades 
a suspender pueden generar posible afectación a los recursos naturales y la salud de las personas que 
se localizan adyacentes al área objeto de la intervención. Y que se realizan sin contar con medidas de 
control y mitigación de los impactos.  

NECESIDAD DE LA MEDIDA PREVENTIVA 

La imposición de la medida preventiva tiene como objetivo principalísimo evitar la generación de un 
potencial daño o afectación ambiental. Para prevenirlo, esta Autoridad Ambiental considera necesario 
ordenar la suspensión de las actividades que se consideran atentatorias de la estabilidad y preservación 
del ambiente por cuanto los efectos mediatos e inmediatos de su ejecución son desconocidos, sin perjuicio 
de los impactos sobre los recursos naturales que ya fueron advertidos por esta Entidad. 

En el presente caso, los funcionarios y personal de apoyo de la Subdirección Gestión Ambiental de esta 
Autoridad Ambiental el día 21 de septiembre de 2022, la Corporación practicó visita técnica a la empresa 
BIODIESEL DE LA COSTA S.A.S, identificada con NIT. 900.320.788, ubicada en el municipio de Galapa, 
Atlántico sobre de las coordenadas X: 10°54’34.48” Y: 74°52’47.86” sector La Cordialidad, 
cuyos resultados fueron consignados en ACTA DE MEDIDA PREVENTIVA EN FLAGRANCIA, 
donde se constató que esta ocasionó afectaciones al recurso agua, aire y al paisaje, producto de la 
presencia de aguas oleosas en los canales de aguas lluvias que son vertidos al suelo, a las zonas 
externas de la empresa y parte de la cordialidad en jurisdicción del Municipio de Galapa - Atlántico, 
generadas por las actividades productivas que realiza la mencionada empresa.  

PROPORCIONALIDAD DE LA MEDIDA 

En atención al caso que nos ocupa y con el propósito de garantizar la proporcionalidad en la medida 
preventiva recomendada en el ACTA DE MEDIDA PREVENTIVA EN FLAGRANCIA correspondiente a la 
vista técnica realizada el día 21 de septiembre de 2022 a la empresa BIODIESEL DE LA COSTA S.A.S, 
identificada con NIT. 900.320.788, ubicada en el municipio de Galapa, Atlántico sobre de las 
coordenadas X: 10°54’34.48” Y: 74°52’47.86” sector La Cordialidad, donde se evidenció que esta 
ocasionó afectaciones al recurso agua, aire y al paisaje, producto de la presencia de aguas oleosas en 
los canales de aguas lluvias que son vertidos al suelo, a las zonas externas de la empresa y parte de la 
circunvalar, generadas por las actividades productivas que realiza la mencionada empresa, por lo que se 
procederá con el siguiente análisis teniendo en cuenta, tal y como se conceptuó en líneas anteriores, las 
medidas se fundamentan en el riesgo o peligro a la salud humana y al medio ambiente debido al 
incumplimiento a los términos, condiciones y obligaciones establecidas en la legislación ambiental. Así 
las cosas, el mencionado análisis de proporcionalidad atenderá los criterios de Legitimidad del Fin; 
Legitimidad del Medio; y Adecuación o Idoneidad de la Medida.  

La medida a legalizar  consiste en la SUSPENSIÓN INMEDIATA de todas las actividades productivas de 
Biodiesel realizadas por la empresa BIODIESEL DE LA COSTA S.A.S en el municipio de Galapa, Atlántico 
sobre de las coordenadas X: 10°54’34.48” Y: 74°52’47.86” sector La Cordialidad. 

Dicha medida se halla fundamentadas en lo establecido en los artículos 36, 38 y 39 de la Ley 1333 de 
2009, las cuales serán impuestas en la forma y con las condiciones que se dispondrán en la parte 
resolutiva del presente acto administrativo.  

a) Legitimidad del Fin

La finalidad de la medida preventiva a legalizar, tal y como lo señalan los artículos 4 y 12 de la Ley 1333 
de 2009, consiste en impedir los impactos ambientales generados por la empresa BIODIESEL DE 
LA COSTA S.A.S, identificada con NIT. 900.320.788, donde se evidenció que esta ocasionó 
afectaciones al recurso agua, aire y al paisaje, producto de la presencia de aguas oleosas en los canales 
de aguas lluvias que son vertidos al suelo, a las zonas externas de la empresa y parte de la circunvalar, 
generadas por las actividades productivas que realiza la mencionada empresa, como se constata en el 
ACTA DE MEDIDA PREVENTIVA EN FLAGRANCIA suscrita el día 21 de septiembre de 2022, ante 
riesgos de afectación generado sobre el ambiente y en consecuencia es menester suspender 
inmediatamente la actividad de extracción de materiales de construcción. Es por ello que nuestra 
Corte Constitucional ha conceptuado que:  
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• “(…) Si bien las medidas preventivas en materia ambiental aparecen establecidas ya en la Ley 99
de 1993, es la Ley 1333 de 2009 la que establece su aplicación por presunción de culpa o dolo
del infractor, asignándole a dichas medidas preventivas la función de prevenir, impedir o evitar la
continuación de la ocurrencia de un hecho, la realización de una actividad o la existencia de una
situación que atente contra el medio ambiente, los recursos naturales, el paisaje o la salud
humana. (…) Las medidas preventivas responden a un hecho, situación o riesgo que, según el
caso y de acuerdo con la valoración competente, afecte o amenace afectar el medio ambiente y
que, como su nombre lo indica, su propósito consiste en concretar una primera y urgente respuesta
ante la situación o el hecho de que se trate, para precaver la eventual ocurrencia de un daño
irreversible o de muy difícil o costoso tratamiento que podría generarse si no se interviene
oportunamente o para hacer cesar la actividad o situación causante de la afectación previamente
valorada por la autoridad ambiental que adopta la medida”1

Es así como la legitimidad del fin de protección ambiental que se desarrolla en virtud de la directriz de 
rango Constitucional consistente en prevenir la generación de factores de afectación o deterioro 
ambiental, justifican la legitimidad de la presente actuación administrativa, esto es, la orden de suspensión 
de la actividad que está generando el riesgo de afectación o deterioro ambiental. (Cesar todas las 
actividades productivas de Biodiesel realizadas por la empresa BIODIESEL DE LA COSTA S.A.S en el 
municipio de Galapa, Atlántico sobre de las coordenadas X: 10°54’34.48” Y: 74°52’47.86” sector La 
Cordialidad que ocasionan afectaciones al recurso agua, aire y al paisaje, producto de la presencia de 
aguas oleosas en los canales de aguas lluvias que son vertidos al suelo, a las zonas externas de la 
empresa y parte de la circunvalar, generadas por las actividades productivas que realiza la mencionada 
empresa). 

Legitimidad del Medio 

La medida preventiva a legalizar encuentra fundamento en los artículos 12, 13, 36 y 39 de la Ley 1333 de 
2009, constituyéndose en una medida o mecanismo legal ideal, eficaz e inmediato para así prevenir, 
impedir o evitar la continuación de la ocurrencia de un hecho, en este caso, la realización de una actividad 
o de una de situación atentatoria del medio ambiente y la salud humana, en las condiciones allí
establecidas.

b) Adecuación y/o Idoneidad de la Medida

Las medidas preventivas contempladas en el artículo 36 (Decomiso preventivo de productos, elementos, 
medios o implementos utilizados para cometer la infracción y suspensión de actividad cuando pueda 
derivarse daño o peligro para el medio ambiente o la salud humana) y en los artículos 38 y 39 de la Ley 
1333 de 2009, resultan idóneas, ya que las mismas fueron establecidas por el Legislador para los casos 
en los que se deba prevenir la generación de factores de deterioro ambiental que puedan generar riesgo 
o perjuicio al medio ambiente y a los recursos naturales y para los casos en que se incumplan los términos,
condiciones y obligaciones establecidas en la Licencia Ambiental o permisos ambientales respectivos,
afectando o poniendo en riesgo los recursos naturales renovables, el ambiente, el paisaje o la
salud humana.

Es por ello que el procedimiento para la imposición de medidas preventivas se concibe para, entre otros 
aspectos, garantizar el cumplimiento del marco normativo contenido en el Código de los Recursos 
Naturales Renovables, Decreto-Ley 2811 de 1974, en la Ley 99 de 1993, en la Ley 165 de 1994 y demás 
disposiciones ambientales hoy compiladas en el Decreto 1076 de 2015, en igual sentido, en la normativa 
que las sustituyan o modifiquen y en los actos administrativos proferidos por las Autoridades Ambientales. 

Así las cosas, para lograr impedir que la conductas materializadas por los responsables de la actividad 
objeto de las medidas preventivas, continúen generando afectación; riesgo de afectación; deterioro 
ambiental; e incumplimientos de las obligaciones anunciadas en el instrumento de manejo y control 
ambiental respectivo, definitivamente no puede aplicarse otro medio más idóneo que la suspensión de 
esas actividades generadoras de los factores mencionados ya que al cesar estas y en consecuencia llevar 
a cabo las correcciones necesarias, se minimizan los riesgos sobre los recursos naturales, el medio 
ambiente y la salud humana. 

1 Sentencia C-703/10. M.P. Gabriel Mendoza Martelo 
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Es suma, esta Corporación impondrá medida preventiva consistente en la SUSPENSIÓN INMEDIATA 
todas las actividades productivas de Biodiesel realizadas por la empresa BIODIESEL DE LA COSTA 
S.A.S en el municipio de Galapa, Atlántico sobre de las coordenadas X: 10°54’34.48” Y: 74°52’47.86” 
sector La Cordialidad que ocasionan afectaciones al recurso agua, aire y al paisaje, producto de la 
presencia de aguas oleosas en los canales de aguas lluvias que son vertidos al suelo, a las zonas externas 
de la empresa y parte de la cordialidad, generadas por las actividades productivas que realiza la 
mencionada empresa, cual se levantará una vez la empresa cuente con el permiso de vertimientos de 
aguas residuales no domesticas otorgado la autoridad ambiental competente, con el fin de controlar los 
impactos negativos que se generan provenientes de las actividades descritas anteriormente. 

La medida preventiva de suspensión inmediata pretende atenuar los impactos negativos producidos por 
las actividades desarrolladas en el predio señalado en el acápite anterior, en procura de la protección de 
la salud de las personas que habitan en el área de influencia de este proyecto, la conservación de la 
calidad del aire y suelo, por tal razón las autoridades ambientales están llamadas a ejercer el control y 
vigilancia en la ejecución de dichas actividades. 

Para evitar ese daño grave, la ley otorgó a las autoridades la facultad para imponer medidas preventivas, 
que son medidas cautelares que por motivos de urgencia debidamente comprobados, requieren ser 
adoptadas para asegurar intereses generales como el medio ambiente. Que la imposición de medidas 
preventivas es la actividad de la administración de mayor trascendencia; de la prontitud de su actuar 
depende que puedan evitarse consecuencias irreversibles para los recursos naturales renovables 
afectados por la actividad humana. 

Dicho de otra forma, las medidas preventivas van dirigidas a evitar o prevenir un daño ambiental, las 
cuales por el fin que persiguen deben ser aplicadas a través de un procedimiento expedito, respetando, 
claro está, en todo momento las garantías Constitucionales de los administrados, especialmente las 
relacionadas con el principio del debido proceso. Este procedimiento debe ser ágil, sin demoras, que se 
refleja en el hecho de que estas medidas son de inmediata ejecución, tienen carácter transitorio, surten 
efectos inmediatos, no requieren formalismos especiales, contra ellas no cabe recurso alguno y se aplican 
sin perjuicio de las sanciones a que haya lugar, estas medidas no constituyen un juzgamiento definitivo, 
sino por el contrario, una actuación provisional.  

CONDICIONES PARA EL LEVANTAMIENTO DE LA MEDIDA PREVENTIVA 

De conformidad con lo argumentado y atendiendo el propósito de las medidas preventivas de suspensión 
de actividades, esta únicamente será levantada cuando se verifique técnicamente la superación de los 
hechos o causas que dieron origen a su imposición2, atendiendo al cumplimiento de cada una de las 
condiciones impuestas en el presente acto administrativo.  

Ahora bien, el Artículo 39 de la Ley 1333 de 2009 establece que la "Suspensión de obra, proyecto o 
actividad, consiste en la orden de cesar, por un tiempo determinado que fijará la autoridad ambiental, la 
ejecución de un proyecto, obra o actividad cuando de su realización pueda derivarse daño o peligro a 
los recursos naturales, al medio ambiente, al paisaje o la salud humana o cuando se haya iniciado sin 
contar con la licencia ambiental, permiso, concesión o autorización o cuando se incumplan los términos, 
condiciones y obligaciones establecidas en las mismas." (Destacado nuestro) 

En consecuencia, para el particular que nos ocupa y de conformidad con lo dispuesto en el decreto 1076 
de 2015 el levantamiento de la citada medida quedará condicionado a la obtención del permiso de 
vertimientos de aguas residuales no domesticas que trata el Artículo 2.2.3.3.5.1 del mencionado decreto. 

La vigencia de la medida preventiva no tendrá un tiempo predeterminado, ya que no puede supeditarse 
la medida de protección del ambiente a que un particular cumpla con los requerimientos enunciados en 
un lapso fijo, ya que ello se traduciría en que la protección del ambiente dependería de la capacidad de 
cumplimiento por parte del sujeto pasivo de la medida, en lugar de ello, se imponen condiciones para 
levantar la medida, las cuales, en caso de que se cumplan, permite lograr el fin constitucional de 
protección del ambiente. No obstante lo anterior, al sujeto pasivo de la medida preventiva le asiste el 
deber legal de cumplir con la directriz administrativa impuesta en el menor tiempo posible en virtud del 
principio de prevención. 

2 Artículo 35 Ley 1333 de 2009 



REPUBLICA DE COLOMBIA 
CORPORACION AUTÓNOMA REGIONAL DEL ATLANTICO C.R.A. 

RESOLUCIÓN Nro. 0000578DE 2022
“POR MEDIO DE LA CUAL SE LEGALIZA UNA MEDIDA PREVENTIVA Y SE INICIA UN 

PROCEDIMIENTO SANCIONATORIO AMBIENTAL EN CONTRA DE LA EMPRESA BIODIESEL DE 
LA COSTA S.A.S, IDENTIFICADA CON NIT. 900.320788 

Página 8 de 11 

- Del procedimiento sancionatorio

La Ley 1333 del 21 de julio de 2009, estableció el procedimiento sancionatorio en materia ambiental, 
subrogando entre otras disposiciones los artículos 83 a 86 de la Ley 99 de 1993, y señaló que el Estado 
es titular de la potestad sancionatoria en materia ambiental, a través del Ministerio de Ambiente, Vivienda 
y Desarrollo Territorial, y demás autoridades ambientales, de conformidad con las competencias 
establecidas por la ley y los reglamentos. 

Que el artículo 1° de la citada ley, establece la titularidad de la potestad sancionatoria en materia 
ambiental, en los siguientes términos: 

“El Estado es el titular de la potestad sancionatoria en materia ambiental y la ejerce, sin perjuicio de 
las competencias legales de otras autoridades, a través del Ministerio de Ambiente, Vivienda y 
Desarrollo Territorial, las Corporaciones Autónomas Regionales, las de desarrollo sostenible, las 
unidades ambientales de los grandes centros urbanos a que se refiere el artículo 66 de la Ley 99 
de 1993, los establecimientos públicos ambientales a que se refiere el artículo 13 de la Ley 768 de 
2002 y la Unidad Administrativa Especial del Sistema de Parques Nacionales Naturales, UAESPNN, 
de conformidad con las competencias establecidas por la ley y los reglamentos. 

PARÁGRAFO. En materia ambiental, se presume la culpa o el dolo del infractor, lo cual dará lugar 
a las medidas preventivas. El infractor será sancionado definitivamente si no desvirtúa la presunción 
de culpa o dolo para lo cual tendrá la carga de la prueba y podrá utilizar todos los medios probatorios 
legales.” 

Que de acuerdo con lo establecido en el artículo segundo de la Ley 1333 de 2009: 

“El Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial; la Unidad Administrativa Especial 
del Sistema de Parques Nacionales Naturales; las Corporaciones Autónomas Regionales y 
las de Desarrollo Sostenible; las Unidades Ambientales Urbanas de los grandes centros 
urbanos a que se refiere el artículo 66 de la Ley 99 de 1993; los establecimientos públicos a 
los que hace alusión el artículo 13 de la Ley 768 de 2002; la Armada Nacional; así como los 
departamentos, municipios y distritos, quedan investidos a prevención de la respectiva 
autoridad en materia sancionatoria ambiental. En consecuencia, estas autoridades están 
habilitadas para imponer y ejecutar las medidas preventivas y sancionatorias consagradas en 
esta ley y que sean aplicables, según el caso, sin perjuicio de las competencias legales de 
otras autoridades. 

Parágrafo: En todo caso las sanciones solamente podrán ser impuestas por la autoridad 
ambiental competente para otorgar la respectiva licencia ambiental, permiso, concesión y 
demás autorizaciones ambientales e instrumentos de manejo y control ambiental, previo 
agotamiento del procedimiento sancionatorio. (…).”. 

Que, así las cosas, en el presente caso, dado que la Corporación Autónoma Regional del Atlántico es la 
competente para ejercer control ambiental en el Departamento del Atlántico, este Ministerio es 
competente para iniciar procedimiento sancionatorio ambiental, bajo la égida de la Ley 1333 de 2009. 

Que de conformidad con la Sentencia C-595 de 2010, en la que la Corte Constitucional decidió declarar 
exequibles el parágrafo del artículo 1º y el parágrafo 1º del artículo 5º de la Ley 1333 de 2009, 
manifestando que dichas disposiciones no establecen una “presunción de responsabilidad” sino de “culpa” 
o “dolo” del infractor ambiental, además señaló que las autoridades ambientales deben realizar todas las
actuaciones necesarias y pertinentes para verificar la existencia de la infracción ambiental, determinar
con certeza los hechos constitutivos de infracción y completar los elementos probatorios.

La infracción a la normatividad ambiental supone la existencia de un mandato legal que consagre, 
expresamente una obligación, condicionamiento o una prohibición a cargo de una persona en particular, 
en relación con el uso, manejo y disposición de los recursos naturales renovables o el medio ambiente.  

El infractor de la normatividad ambiental es toda persona natural o jurídica, privada o pública que 
desobedezca un mandato u omita una orden plasmada en la Ley.    
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Las normas que son objeto de infracción son aquellas de alcance general que se encuentren vigentes al 
momento de los hechos que se investigan y los actos administrativos proferidos por autoridad competente 
que resulten aplicables al caso, siempre cuando contempla un mandato legal claro, que este dirigido de 
manera general a todas las personas o un grupo de ellas en particular.    

Que de conformidad con el artículo 18° de la Ley 1333 de 2009, “El procedimiento sancionatorio se 
adelantara de oficio, a petición de parte o como consecuencia de haberse impuesto una medida 
preventiva mediante acto administrativo motivado que se notificará personalmente conforme a lo 
dispuesto en el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo, el cual 
dispondrá el inicio del procedimiento sancionatorio para verificar los hechos u omisiones constitutivas de 
infracción a las normas ambientales. En caso de flagrancia o confesión se procederá a recibir descargos.” 

Que al momento de la visita, realizada el día 21 de septiembre de 2022, a la empresa BIODIESEL DE 
LA COSTA S.A.S, identificada con NIT. 900.320.788, ubicada en el municipio de Galapa, Atlántico sobre 
de las coordenadas X: 10°54’34.48” Y: 74°52’47.86” sector La Cordialidad, cuyos resultados 
fueron consignados en ACTA DE MEDIDA PREVENTIVA EN FLAGRANCIA, donde se constató 
que esta ocasionó afectaciones al recurso agua, aire y al paisaje, producto de la presencia de aguas 
oleosas en los canales de aguas lluvias que son vertidos al suelo, a las zonas externas de la empresa 
y parte de la coordinalidad, generadas por las actividades productivas que realiza la mencionada 
empresa. 

En este orden de ideas la actividad ejecutada no cuenta con los mecanismos ambientales 
necesarios para dar pleno cumplimiento a los parámetros y controles en el desarrollo de su actividad 
productiva ya que no puede garantizar a cabalidad la preservación y conservación de los Recurso 
Naturales.  CONSIDERACIONES FINALES DE LA CORPORACIÓN AUTONOMA REGIONAL DEL ATLÁNTICO 

Estando suficientemente claras las obligaciones del Estado y de los particulares en materia de medio 
ambiente y de recursos naturales renovables, se puede afirmar que la actividad ejecutada por la empresa 
BIODIESEL DE LA COSTA S.A.S, identificada con NIT. 900.320788, es una actividad totalmente 
reglada, con un procedimiento claro y expreso, a través del cuales se sujeta al interesado al cumplimiento 
de unos términos, unas condiciones y unas obligaciones, por cuyo incumplimiento se hace acreedor a la 
imposición de las medidas preventivas y sanciones consagradas en el título V de la ley 1333 de 2009. 

La CORPORACIÓN AUTÓNOMA REGIONAL DEL ATLÁNTICO encuentra ajustado a la ley por lo que 
impondrá medida preventiva consistente en la SUSPENSIÓN INMEDIATA de todas las actividades 
productivas de Biodiesel realizadas por la empresa BIODIESEL DE LA COSTA S.A.S en el municipio de 
Galapa, Atlántico sobre de las coordenadas X: 10°54’34.48” Y: 74°52’47.86” sector La Cordialidad que 
ocasionan afectaciones al recurso agua, aire y al paisaje, producto de la presencia de aguas oleosas en 
los canales de aguas lluvias que son vertidos al suelo, a las zonas externas de la empresa y parte de la 
circunvalar generadas por las actividades productivas que realiza la mencionada empresa, cual se 
levantará una vez la empresa cuente con el permiso de vertimientos de aguas residuales no domesticas 
otorgado la autoridad ambiental competente que permitan efectuar un seguimiento y control efectivo a la 
actividad. 

Finalmente, es oportuno indicar que en virtud del artículo 223 de la Ley 1333 de 2009, la Corporación 
Autónoma Regional del Atlántico, está facultada para tomar las medidas y acciones necesarias que le 
permitan de forma técnica alimentar el acervo probatorio y determinar con certeza los hechos, todo esto 
en aras de dar efectiva aplicación al derecho constitucional al debido proceso.  

Dadas las precedentes consideraciones y en mérito de lo expuesto, se 

RESUELVE 

3 Artículo 22. Verificación de los hechos. La autoridad ambiental competente podrá realizar todo tipo de diligencias administrativas como visitas 
técnicas, toma de muestras, exámenes de laboratorio, mediciones, caracterizaciones y todas aquellas actuaciones que estime necesarias y 
pertinentes para determinar con certeza los hechos constitutivos de infracción y completar los elementos probatorios. 
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ARTÍCULO PRIMERO: LEGALIZAR LA MEDIDA PREVENTIVA a la empresa BIODIESEL DE LA 
COSTA S.A.S, identificada con NIT. 900320788, consistente en la SUSPENSIÓN INMEDIATA de todas 
las actividades productivas de Biodiesel realizadas en el municipio de Galapa, Atlántico sobre de 
las coordenadas X: 10°54’34.48” Y: 74°52’47.86” sector La Cordialidad que ocasionan afectaciones al 
recurso agua, aire y al paisaje, producto de la presencia de aguas oleosas en los canales de aguas 
lluvias que son vertidos al suelo, a las zonas externas de la empresa y parte de la cordialidad, 
generadas por las actividades productivas que realiza la mencionada empresa, de acuerdo a lo 
expuesto en la parte motiva de la presente Resolución y al principio de precaución.  

PARÁGRAFO PRIMERO: La medida preventiva impuesta en el presente acto administrativo, es de 
ejecución inmediata, contra ellas no procede recurso alguno de acuerdo con lo señalado en el artículo 32 
de la Ley 1333 del 2009. 

PARÁGRAFO SEGUNDO: Esta medida es de carácter preventivo, transitorio y se levantara una vez se 
cuente con el permiso de vertimientos de aguas residuales no domesticas otorgado por la autoridad 
ambiental competente que permitan efectuar un seguimiento y control efectivo a la actividad. 

ARTÍCULO SEGUNDO: ORDENAR LA APERTURA DE UNA INVESTIGACIÓN SANCIONATORIA en 
contra de la empresa BIODIESEL DE LA COSTA S.A.S, identificada con NIT. 900.320.788; por presunta 
violación a la normatividad ambiental vigente, concretamente el Decreto 1076 de 2015 y por la presunta 
afectación y/o riesgo de contaminación de los recursos naturales, producto de la presencia de aguas 
oleosas en los canales de aguas lluvias que son vertidos al suelo, a las zonas externas de la empresa y 
parte de la circunvalar, generadas por las actividades productivas que realiza la mencionada empresa. 

PARÁGRAFO: Si como consecuencia de la investigación sancionatoria que adelante esta Autoridad 
Ambiental, se determina la existencia de hechos diferentes de los aquí plasmados que impliquen violación 
de las normas ambientales vigentes, se procederá mediante acto administrativo debidamente motivado, 
a adoptar las medidas que sean del caso, y a formular cargos que sean pertinentes. 

ARTÍCULO TERCERO: El ACTA DE MEDIDA PREVENTIVA EN FLAGRANCIA del día 21 de septiembre 
de 2022, hace parte integral del presente Acto Administrativo.  

ARTÍCULO CUARTO: Notificar en debida forma el contenido del presente acto administrativo al 
interesado o a su apoderado debidamente constituido, de conformidad con los artículos 67, 68 y 69 de la 
Ley 1437 de 2011.  

PARÁGRAFO: La empresa BIODIESEL DE LA COSTA S.A.S, identificada con NIT. 900.320.788, 
deberán informar por escrito o al correo electrónico notificaciones@crautonoma.gov.co la dirección 
de correo electrónico por medio del cual autoriza a la CORPORACION AUTONOMA REGIONAL 
DEL ATLANTICO C.R.A. surtir la notificación y/o comunicación de actos administrativos, 
requerimientos o demás oficios que se produzcan a partir del momento de la autorización. De igual 
forma, deberán informar oportunamente a la CORPORACIÓN AUTÓNOMA REGIONAL DEL 
ATLÁNTICO C.R.A. sobre los cambios a la dirección de correo que se registre en cumplimiento del 
presente parágrafo. 

ARTÍCULO QUINTO: Téngase como prueba dentro de la presente actuación administrativa, 
los documentos que soportan el presente acto administrativo, así como la totalidad de los documentos 
que reposan en la Entidad sobre ello y que han sido citado a lo largo del presente proveído. 

ARTÍCULO SEXTO: Comunicar el contenido del presente acto administrativo a la Procuraduría 
Delegada para asuntos ambientales y agrario competente, para lo de su competencia de conformidad con 
lo previsto en el artículo 56 de la Ley 1333 de 2009.  

ARTICULO SEPTIMO: Comunicar a la ALCALDIA MUNICIPAL DE GALAPA, en el contenido del presente 
proveído. Para su conocimiento y fines pertinentes.  

ARTICULO OCTAVO: COMISIONAR al comandante de la Policía Nacional del departamento del 
Atlántico con el fin de lograr la ejecución material de la presente medida preventiva, conforme a 
lo establecido en la Ley 1333 de 2009. 

mailto:notificaciones@crautonoma.gov.co
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Concluida la diligencia de materialización de la medida preventiva, los soportes de su resultado se 
remitirán a la Subdirección de Gestión Ambiental de la Corporación Autónoma Regional del Atlántico.  

ARTÍCULO NOVENO: PUBLICAR la presente Resolución en la página Web de la Corporación Autónoma 
Regional del Atlántico - C.R.A., de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 70 de 
la Ley 99 de 1993. 

ARTÍCULO DECIMO: Contra la presente providencia no procede recurso alguno, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 32 de la Ley 1333 de 2009. 

COMUNÍQUESE, PUBLIQUESE Y CÚMPLASE. 

JESUS LEÓN INSIGNARES 
DIRECTOR GENERAL  

Exp. 0527-554 
Proyectó: Omar Daniel Gómez Bettin (contratista) 
Revisó: Dra. Karem Arcón – Profesional Esp. 
VoBo:  Dr Javier Restrepo Vieco- subdirector de Gestion Ambiental 
Aprobó: Dr. Juliette Sleman Chams- Asesora de Dirección.  
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